AL ILMO SR. ALCALDE DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE
SANTA CRUZ DE LA PALMA

D/Dña                                                                          mayor de edad, provisto de DNI nº                              y con domicilio a efectos de notificación 
en:  ___________________________________________________________________
EXPONE:

Que habiendo sido notificada la aprobación inicial del Plan General de Ordenación Urbana de Santa Cruz de La Palma, dentro del plazo correspondiente para la presentación de alegaciones, así como cumpliendo los requisitos establecidos en el art. 70.1 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, procedo a ejercer el derecho a formular alegaciones que me otorga el art. 35 e) de la citada Ley 30/92, en relación con el de información y participación pública en el planeamiento y la gestión previsto en el art. 6 de la Ley 6/98, de 13 de abril, de Régimen del Suelo y Valoraciones, así como en el art. 8 del Decreto Legislativo1/2000, de 8 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio de Canarias y de Espacios Naturales de Canarias en cuyo art. 4.2 se establece como uno de sus principios el de participación pública en la formulación, tramitación y gestión del planeamiento y otras figuras urbanísticas.

Igualmente, y tras la reciente entrada en vigor del Decreto 55/2006, de 9 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de Procedimiento de los instrumentos de ordenación del sistema de planeamiento de Canarias (B.O.C. nº 104 de 31 de mayo de 2006), se establece el derecho de cualquier ciudadano a presentar alegaciones, con las sugerencias, alternativas o propuestas que estime oportunas con objeto de mejorar la ordenación o de salvaguardar sus derechos o intereses legítimos, así como a obtener respuesta razonada a las mismas, se establece también en su art. 5, apdo. 3º, letras b) y c), y en su art. 30, apdos. 1º y 2º.
Que conforme a lo anterior, y para el citado Plan viene a interponer las siguientes:

ALEGACIONES

PRIMERA: La adecuación del vigente Plan General de Ordenación del municipio de Santa Cruz de La Palma a la Ley 19/2003, de 14 de abril, por la que se aprueban las Directrices de Ordenación General y las Directrices de Ordenación del Turismo de Canarias, exige la adopción por parte de la 
Corporación Municipal de una serie de actuaciones tendentes todas ellas a la consecución de un objetivo claro: lograr un modelo de desarrollo más sostenible, especialmente respetuoso con el medio ambiente y conservador de los recursos naturales, del patrimonio cultural y del territorio.

La DOT 48.2 exige que las intervenciones tanto públicas como privadas que se lleven a cabo en el territorio deben contribuir a la integración de la ordenación ambiental y territorial, predominando los criterios y determinaciones ambientales. Asimismo, apuesta por la conservación de los recursos naturales y de los suelos de interés agrario, litorales y de valor paisajístico, considerándolos como recursos estratégicos para el desarrollo económico, la cohesión social y el bienestar de la población. Persiguen la simultánea atención específica a la calidad del medio y su paisaje, como protagonistas de la ordenación.

SEGUNDA: El sector  ZOR 3 Timibucar de suelo Urbanizable Sectorizado Ordenado contempla un plan de urbanización que incumple claramente la citada DOT 48.2 en la medida en que plantea una volumetría inadecuada provocando, especialmente en el sector occidental de la parcela, un enorme impacto paisajístico al bloquear y distorsionar la visión del pintoresco valle del fondo y al ocupar una zona de ladera muy vertical. El planteamiento urbanístico, como desarrollaremos en las siguientes alegaciones, coloca  las determinaciones económicas de la empresa con la que el ayuntamiento firma el correspondiente convenio urbanístico por encima de las determinaciones ambientales y por tanto por encima del interés general.
TERCERA: La urbanización de la parcela 1 y la calle que le da acceso destruirían un importante y bien conservado palmeral, con más de treinta ejemplares. Esta especie, la Phoenix Canariensis es una especie protegida por el decreto 151/2001, es decir está incluida en el Catálogo de Especies Amenazadas de Canarias. Igualmente está considerado como Hábitat Natural Prioritario según la Directiva Europea 92/43 sobre Conservación de Hábitats Naturales. Este palmeral tiene además la particularidad de ubicarse próximo al perfil que determina el cambio de vertiente formando parte de ese perfil y dando carácter y belleza a dicho perfil. En este palmeral nidifican además varias parejas de búhos chicos.                                                             
El propio Informe de Sostenibilidad, en la Pág. 60 indica, respecto a la citada parcela 1 que “...en esta franja la propuesta (urbanística) presenta su menor adecuación pues la mayor parte de las palmeras canarias crecen allí”

Existe también un hermoso palmeral casi a ras de la calle Galguén, junto a una vivienda. La parcela 12, de equipamiento público, contempla también su destrucción, cuando podría ser integrado como un pequeño parque a los proyectos que se desarrollen en la citada parcela.
Contrasta con esta posible destrucción lo que encontramos en la Pág. 80 del Informe de Sostenibilidad del PGO: ”Se debe cosiderará especialmente a los conjuntos de palmeras...que en ocasiones han quedado en el entorno próximo de asentamientos de población”. 
En la zona afectada encontramos otra especie protegida por la legislación anteriormente citada, el Tamarix Canariensis, el tarajal. El propio Informe de Sostenibilidad reconoce que “...las parcelas 3 y 4 generarán la destrucción de  una comunidad de Tarajal con un buen estado de conservación”. Igualmente protegidas por el citado decreto 151/2001 están otras especies presentes en el sector como la tabaiba, el incienso y una abundante comunidad de aeonium (bejeques).
Además de las dos especies citadas, la zona cuenta con algunos endemismos y otra abundante flora, que resultaría destruida por el proceso urbanizador.

Finalmente hay que recordar que la DOG 12 (Ley 19/2003) estipula que: 

1. La conservación y gestión sostenible de la biodiversidad de las islas es un objetivo que inspirará al conjunto de las intervenciones públicas y regirá en las acciones privadas, como valor en sí misma y como indicador y exigencia de la calidad ambiental. 

2. La conservación y gestión sostenible de la biodiversidad es el objetivo específico de las políticas de protección del conjunto del patrimonio natural y del ecosistema, incluirá la gestión sostenible de los cultivares y razas autóctonos y del saber que de ellos se deriva, y será uno de los criterios rectores de las restantes intervenciones públicas.

El incumplimiento de estos preseptos es evidente en el caso que nos ocupa.
CUARTA: La urbanización de la citada parcela 1 contraviene la DOG 112 que estipula que se “evitará la ocupación por la edificación y la urbanización de los terrenos con pendiente superior al 50%, así como aquellos que afecten a líneas de horizonte o a perfiles destacados del terreno, como lomos, conos, montañas y otros.” La mayor parte de la parcela citada ocupa un terreno con pendientes bastante superiores al 50% y el primer tercio de  esa parcela, así como la calle que le da acceso destruye el perfil del terreno, perfil que como se comentaba antes se ve destacado con la belleza escénica del palmeral que lo ocupa y que en buena parte se recorta contra el cielo.
 El propio Plan Operativo, en su art. 69.2 es tajante cuando dispone que “ En los lugares de paisaje abierto y natural, bien sea en el medio rural o urbano, marítimo o terrestre, en las inmediaciones de vías de trayecto pintoresco y en lugares topográficamente singulares, se prohíbe que la situación, masa, altura, etc., de los edificios, así como de sus muros, cierres y otros elementos, limiten el campo visual, rompan la armonía del paisaje o desfiguren la perspectiva propia del mismo.”

QUINTA: La parcela 15 de la ordenación está contemplada como espacio libre público-zona verde. Pero resulta que la mayor parte de esta parcela está constituida por una ladera casi vertical, con lo cual constituye una zona marginal e inutilizable por el público. Se considera que esto constituye un fraude en la medida en que una buena parte del espacio que legalmente tiene que ser de dominio y utilidad pública está ubicado en un lugar inaccesible y marginal, con lo cual se colmata el resto de la parcela (el que en la práctica es utilizable) con edificación sin apenas espacios libres. 
Consideramos que esas zonas de pendiente muy pronunciada y zonas casi verticales no deberían estar incluidas en el sector a ordenar. Solo el terreno apto, es decir el que tenga menos de un 50% de pendiente y no forme parte del perfil topográfico (DOG 112) debería estar incluidos y de ahí detraer los porcentajes de zonas verdes y públicas que legalmente corresponden.

Esto supone una supeditación del interés general, la participación de la comunidad en lo beneficios de la ordenación a través de esta sesión de espacios (en este caso marginales e inaccesibles como se argumentaba) a los intereses particulares de la empresa con la que se fija el convenio urbanístico es decir la pretensión de tener el máximo aprovechamiento del espacio adecuado y accesible para el proyecto urbanizador.
SEXTA: La parte occidental de la parcela se encuentra muy próxima, a solo 92 metros según consta en la memoria ambiental, del Monumento Natural Risco de la Concepción. Este espacio es además Lugar de Interés Comunitario (LIC), propuesto como zona de Especial Conservación. Es evidente que las actuales obras de la vía de circunvalación han resultado bastante agresivas con ese entorno, pero no es admisible el desarrollo en altura por la ladera y la volumetría de esta propuesta, encontrándose tan cercana a un espacio con este nivel de protección. La volumetría planteada afectaría gravemente la visión y el paisaje del pequeño valle que se forma hacia el este, siendo este uno de los lugares perfectamente conservado y sin ninguna antropización del Monumento Natural.
Aunque la parcela no se encuentre dentro del espacio protegido, su proximidad y la abundancia de flora en las zonas menos antropizadas hacen que esta forme una parte indisoluble del ecosistema del Monumento Natural, especialmente importante para la avifauna. La importancia de la zona a urbanizar queda todavía más acentuada al encontrarse en ella un Hábitat Natural Prioritario, el palmeral, protegido por la legislación europea ,Directiva Europea 92/43 (Red Natura 2000) y por la legislación Canaria RD 1997/1995 art. 6 y 9 y el mencionado anteriormente  Decreto 151/2001.

SEPTIMA: La volumetría de la propuesta, así como su densidad, como ya venimos exponiendo, es desproporcionada y totalmente incoherente con el entorno urbano y mucho más con el entorno natural donde se pretende desarrollar la urbanización.
La justificación de esta volumetría (el número de plantas de los diferentes edificios) es, según la memoria, la necesidad de “adaptarse a los viarios” o también el ”dar frente a las dos calles”. Este tipo de justificaciones para una intervención de tanto impacto y volumetría hay que calificarlas como pobres, cuando no vergonzosas.

Comencemos con la parcela occidental. Las Nro. 1,2,3 y 12. Aquí nos encontramos con cuatro líneas edificatorias que comienzan en la calle del Rosario con equipamientos públicos que pueden alcanzar cuatro plantas. Seguirían dos líneas, subiendo en la ladera, de edificios sucesivos de cuatro plantas cada uno . Estamos hablando de una pantalla edificada de doce plantas de altura. Si le sumamos las dos alturas de los adosados planteados para la parcela 1, estamos hablando de catorce alturas desde la calle del Rosario y calle Galguén.  En la zona encontramos únicamente casas de dos, tres alturas y alguna de cuatro. En la calle Adeyamen colindante con la actuación, solo existen viviendas unifamiliares de un máximo de tres alturas. Los edificios del barrio de San Martín, en la calle Galguén, alcanzan las cinco plantas, pero incluso se sitúan a una cota más baja. Por tanto, además de los tremendos impactos paisajísticos que ya se han comentado anteriormente esta estructura no se integra de ninguna manera en la trama urbana existente, sino que crea un gran desajuste de volúmenes y alturas.
Otro tanto ocurre en el sector oriental que da hacia la carretera de Timibucar. Se trata de una parcela formada por bancales en pendiente donde actualmente se cultivan plataneras. La propuesta de edificaciones de entre cuatro y siete alturas se sale nuevamente de cualquier coherencia con el entorno urbano. Existe una hilera de casas unifamiliares en el borde de la carretera de una o dos plantas. Sorprende que en la ordenación se adose el viario a la trasera de estas viviendas, dejando muy reducido el solar que por lógica debería ser edificado en algún momento al ser el que da frente a la carretera. 
En el entorno inmediato existen edificios de nueva construcción que alcanzan las cuatro plantas y otra serie de viviendas unifamiliares de baja altura. Por tanto la suma de volúmenes de las tres hileras de edificios propuestos (parcelas 3,4,5,6,7,8,9,10 y 11) alcanzan un volumen y una altura desproporcionados para la zona y para el conjunto urbano existente. La visión desde  la zona norte presentaría la totalidad de la altura, las siete plantas de las edificaciones de las parcela Nro. 5. Desde el frente, las alturas se irían sumando, presentando un frente muy fuerte  con una altura y densidad impactantes.
OCTAVA: Como venimos manifestando en los apartados anteriores estamos disconformes con el modelo urbanístico previsto para la zona ZOR 3-Timibucar. Además de las   razones propuestas hasta aquí, el marco legislativo apoya un tipo de intervención más integrada en el entorno y de menos impacto sobre el espacio natural.
Según dispone el Decreto 35/1995, del Reglamento de Procedimientos de los instrumentos de ordenación del sistema de planeamiento de Canarias en su art. 8, “En suelo urbanizable o apto para urbanizar, los instrumentos de planeamiento general atenderán las siguientes determinaciones urbanísticas de contenido ambiental:

a) Medidas para la integración de los nuevos crecimientos urbanos en las unidades de paisaje significativas definidas por el planeamiento.

b) Medidas para la integración de los nuevos crecimientos urbanos en su entorno ambiental inmediato, señalando, entre otras, las condiciones de borde con el espacio rural, a fin de garantizar la menor incidencia en el medio de la infraestructura viaria y los volúmenes a edificar.

La DOG 7 estipula que  “Las intervenciones, tanto públicas como privadas, que se lleven a cabo en el archipiélago canario preservarán y cuidarán de sus valores naturales y la calidad de sus recursos, de modo que permitan su uso y disfrute responsable por las generaciones presentes sin mermar la capacidad de las futuras generaciones. 

2. Las administraciones públicas diseñarán y aplicarán políticas activas encaminadas a la preservación de los valores y recursos existentes, a la rehabilitación de los espacios y recursos degradados y al fomento de las tecnologías que contribuyan a esas metas. 

3. Las administraciones públicas velarán en sus actuaciones por el uso eficiente y la reducción del consumo de recursos naturales, y en especial del suelo. 

La DOG 8, 1 indica que “El uso de los recursos naturales será objeto de planificación, que se llevará a cabo conforme con el interés general y la solidaridad intergeneracional”. En el caso que nos ocupa consideramos que no se ha defendido adecuadamente el interés general, primando por todo lo expuesto el interés del máximo beneficio de la empresa que propone la urbanización.
NOVENA: La Ley Estatal 9/2006, de 28 de abril, sobre evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medioambiente (que, a su vez, traspuso la Directiva 2001/42/CE del Parlamento Europeo de 27 de junio de 2001) establece, en su artículo primero, la promoción del desarrollo sostenible. Este “desarrollo sostenible” no es otra cosa que el uso de forma racional (con lógica social, en beneficio de las grandes mayorías) de los recursos naturales de un lugar, cuidando que no sean esquilmados (sobre todo con la maximización de las ganancias a corto plazo) con el objetivo de que las generaciones futuras puedan hacer uso de ellos, igual que hemos hecho nosotros. Igualmente, establece como segundo punto “lograr un elevado nivel de protección medioambiental y contribuir a la integración de los aspectos ambientales en la preparación y adopción de planes”. En definitiva, desarrollo sostenible como principio máximo, elevar la calidad medioambiental y contribuir a que dicha calidad esté presente y a que se respete en los instrumentos de ordenación.

En este sentido, el Informe de Sostenibilidad Ambiental, en su Objetivo 2, establece que la racionalización, ordenación, planificación y control del uso residencial en el municipio se entenderá cumplido “si la gran mayoría de las nuevas edificaciones no supone una pérdida de la calidad ambiental de las unidades en las que se ubiquen” y “si la presión urbanística sobre las unidades ambientales de mayor calidad natural o paisajística resulta significativamente reducida”. Ignoramos cómo se van a conseguir estos objetivos si se hace justamente lo contrario, ésto es, el cambio radical en la configuración actual de

un entorno de gran valor natural como consecuencia de la eliminación de flora y fauna y la creación de infraestructuras de gran volumen y altura que ni siquiera existen actualmente en el propio casco urbano.

Asimismo, el presente Plan incumple lo dispuesto en el Decreto 35/1995, de 24 febrero, Reglamento de contenido ambiental de los instrumentos de planeamiento, el cual señala que la calidad ambiental, como factor determinante del bienestar humano, es “el objetivo fundamental de todo instrumento de planeamiento”. Dicha calidad ambiental, lejos de aumentar o, como mínimo, preservarse, está en objetivable peligro. Se precisa de una Administración responsable con nuestro entorno natural y la puesta en práctica de una política racional de utilización del suelo.

Las Directrices de Ordenación General y las Directrices de Ordenación del Turismo de Canarias establecen que “La planificación y diseño de las infraestructuras debe realizarse desde el respeto de los valores naturales, económicos, paisajísticos y culturales del territorio”. 

El Decreto Legislativo 1/2000, de 8 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio de Canarias y de Espacios Naturales de Canarias, en su Artículo 5, apartado a), señala como fines de la actuación pública con relación al territorio “Conservar y, en su caso, preservar los espacios, recursos y elementos naturales, así como las riquezas con relevancia ecológica, para impedir la alteración o degradación de sus valores naturales y paisajísticos”. 

Analizado el documento, no podemos entender cumplidos los requerimientos de la normativa, que vienen a ser justamente lo que intenta evitar la Ley 9/2006, de 28 de abril, “una mera justificación de los planes”, cuando realmente “debe ser un instrumento de integración del medio ambiente en las políticas sectoriales para garantizar un desarrollo sostenible más duradero, justo y saludable, que permita afrontar los retos de la sostenibilidad como son el uso racional de los recursos naturales, la prevención y reducción de la contaminación, la innovación tecnológica y la cohesión social”.

DÉCIMA: Que tal y como marca la legislación en la materia, y uno de los objetivos principales de la Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente, es el fomento de la transparencia y la participación ciudadana a través del acceso en plazos ADECUADOS a una información EXHAUSTIVA y FIDEDIGNA del proceso planificador.

En este sentido, el art. 5 del Decreto 55/2006 dispone que ya en el Documento de Avance del Plan se debe producir tal apertura al diálogo y la participación ciudadana por parte de la Administración, y no ya sólo en su aprobación inicial, a fin de posibilitar un consenso social en los criterios y objetivos del PGOU. Este documento debió ser presentado acompañado de una convocatoria a la participación ciudadana para la elaboración del Plan General. Dicho vacío e inoperancia ha sido una irresponsabilidad y una falta de sensibilidad hacia el ciudadano, puesto que la aprobación de un planeamiento de esta entidad, que transforma unilateral y radicalmente nuestras costumbres, nuestros valores y nuestro entorno, no cumple con las aspiraciones socioeconómicas que tenemos como ciudadanos de este municipio.

UNDÉCIMA.- Que tal y como marca la legislación en la materia, y uno de los objetivos principales de la Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente, es el fomento de la transparencia y la participación ciudadana a través del acceso en plazos ADECUADOS a una información EXHAUSTIVA y FIDEDIGNA del proceso planificador.

En este sentido, el art. 5 del Decreto 55/2006 dispone que ya en el Documento de Avance del Plan se debe producir tal apertura al diálogo y la participación ciudadana por parte de la Administración, y no ya sólo en su aprobación inicial, a fin de posibilitar un consenso social en los criterios y objetivos del PGOU. Este documento debió ser presentado acompañado de una convocatoria a la participación ciudadana para la elaboración del Plan General. Dicho vacío e inoperancia ha sido una irresponsabilidad y una falta de sensibilidad hacia el ciudadano, puesto que la aprobación de un planeamiento de esta entidad, que transforma unilateral y radicalmente nuestras costumbres, nuestros valores y nuestro entorno, no cumple con las aspiraciones socioeconómicas que tenemos como ciudadanos de este municipio.

En virtud de lo expuesto,

SOLICITO: 
a) Que tenga por presentada estas alegaciones , las admita a trámite  y que se de respuesta razonada a las alegaciones contenidas en este escrito, de acuerdo con los causes legales previstos para ello.
b) Que se reconsidere completamente la propuesta de ordenación del ZOR 3 Timibucar de suelo Urbanizable Sectorizado Ordenado y se anule ,por no ajustarse a la legalidad, el convenio urbanístico firmado por el ayuntamiento para este sector. 
c) Que cualquier nueva propuesta se adapte a los preceptos legales planteados en este escrito.

d) Que no se destruyan los palmerales existentes en la zona, ni otras comunidades de endemismos y especies protegidas.
e) Que no se construya la propuesta de la parcela Nro. 1 ni la calle que le da acceso. 
f) Que las edificaciones en la zona occidental de la parcela se limiten a los solares que dan a la calle Galguén y el Rosario respetando el palmeral existente y que no se desarrollen en la ladera.

g) Que se reduzca la altura de las edificaciones y la densidad en la parcela oriental de la ordenación. Y que se aumente la anchura de las calles propuestas en la ordenación.
h) Que se reestructure la parcela a ordenar por las razones y en el sentido expuesto en la alegación 5.
i) Que se efectúen las modificaciones que sean necesarias en el PGOU a fin de que el PGOU armonice las actuales aspiraciones socioeconómicas del municipio con un desarrollo sostenible respetuoso con el medio en el que se integra y dirigido principalmente a conservar y mejorar la calidad ambiental actual.

j) Que se efectúen las modificaciones necesarias en el PGOU, en cuanto a política del suelo, a los efectos de que no primen los intereses económicos de constructoras y promotoras sobre un bien de interés colectivo, como es el medioambiental.

k) Que se prepare un Reglamento de Participación Ciudadana para los vecinos del municipio, a fin de que se respete por parte de la Administración los preceptivos trámites de información pública y participación ciudadana, iniciándose una nueva política de amplia participación vecinal, y no sólo de informaciones puntuales, sino que incluya medios activos de implicación de los vecinos en el trazado y objetivos del PGOU del Municipio.

    Es Justicia que pido en Santa Cruz de La Palma, a     de febrero de 2007.
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